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Realizaron las tres primeras 
audiencias por el caso Ouiborax 
Ministros del Tribunal Ambiental escucharon las declaraciones de testigos, incluyendo el testimonio de expertos. 

Redacción 
La Estrella 

n el Primer Tribunal 

Ambiental se desa- 
rrollaron las prime- 

ras tres jornadas de au- 
diencia en la causa Rol D- 
3 , correspondiente 
al juicio del Consejo de De- 
fensa del Estado (CDE) con- 

tra la empresa Quiborax 
S.A., por presunto daño 
ambiental al Salar de Suri- 
re, ubicado en la comuna 
de Putre, Región de Arica y 
Parinacota. 

Las audiencias comen- 
zaron con un llamado a 
conciliación, instancia en 
que las partes informaron 
que Quiborax presentó 

una nueva propuesta de 
acuerdo, actualmente en 
estudio del CDE y de los 
servicios sectoriales com- 

petentes. 
El tribunal escuchó los 

testimonios de 13 testigos, 
entre expertos y simples 
de parte dela demandante 
y la demanda. 

Entre los expertos se 
presentó la doctora Cristi- 
na Dorador y declararon 
los testigos César Pizarro, 
Sandro Maldonado y José 
Urrutia, todos funciona- 
rios de la Corporación Na- 
cional Forestal (CONAP). 

En el tercer día destacó 
la exposición del ex contra- 
lor y doctor en derecho, 
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ENEL PRIMER TRIBUNAL AMBIENTAL SE DESARROLLARON LAS PRIMERAS TRES JORNADAS DE AUDIENCIA. 

Jorge Bermúdez, quien ex- 
puso su análisis de los an- 
tecedentes del juicio, refi- 
riendo que, en su parecer, 

la acción de reparación de 
daño ambiental estaría 
prescrita, que la situación 
ya habría sido resuelta en 
un juicio anterior por lo 
que se trataría de una cosa 
juzgada, que no concurren 
los elementos de larespon- 
sabilidad y que la actua- 
ción del Estado no ha sido 

coherente al cambiar de 
criterio infringiendo la 

confianza legítima. 
También entregó su de- 

claración Manuel Contre- 

ras, Doctor en Biología y 

Director Ejecutivo del Cen- 
tro de Ecología Aplicada, 
quien señaló que, si bien 
las actividades humanas 

son compatibles con el uso 
racional de humedales, és- 

tas deben asegurar la con- 
servación de sus caracterís- 

ticas ecológicas. 

El Consejo de Defensa 

del Estado, afirma que el 
daño ambiental que se pi- 
de declarar tiene su origen 
en la conducta activa de 
Quiborax, consistente en 
el desarrollo de las activi- 

dades extractivas propias 
de su faena minera en el 

Salar desde 1987. Destaca 

como causante del daño 

ambiental el modo en que 
opera el proyecto extracti- 
vo, el cual habría cambia- 
do desde simplemente ma- 
nual a mecanizado con uso 
de maquinaria pesada. 

El CDE justifica la exis- 
tencia del daño ambiental 

en que Quiborax habría ac- 
tuado de forma culpable al 
omitir sistemáticamente 
sus obligaciones de cuida- 
do ambiental, ya que desde 
1994 no sometió su pro- 
yecto al Sistema de Evalua- 
ción de Impacto Ambien- 
tal, pese a la evidente pre- 
visibilidad de daños signi- 
ficativos al ecosistema pro- 
tegido. Por ello, el CDE so- 
licita que Quiborax adopte 
medidas inmediatas para 
compensar los impactos 
ambientales, tales como 
estudios de restauración 
ecológica, biomonitoreo, 
modificación de los méto- 
dos de explotación hacia 
prácticas sustentables, y 
ejecución de planes especí- 
ficos para mitigar los da- 
ños causados, restaurando 
en lo posible la integridad 
ambiental del Salar de Su- 

rire. 
Mientras que Quiborax 

afirma que ha realizado to- 

dos sus procesos apegados 
alas normativas vigentes y 
además contando con to- 
dos los permisos sectoria- 
les requeridos. Argumenta 
que la actividad minera 
realizada desde hace 37 
años cuenta con todas las 

autorizaciones necesarias, 
emitidas y permanente- 
mente fiscalizadas por dis- 
tintas instituciones del Es- 

tado, como CONAF y SER- 
NAGEOMIN. Además, se- 

ñala que la acción del CDE 
contradice claramente la 
conducta histórica del Es- 
tado, que no solo ha auto- 
rizado sino también vali- 
dado y fiscalizado conti- 
nuamente la operación 
minera, estableciendo que 
las imputaciones carecen 
de sustento técnico y son 
arbitrarias. 

Asimismo, Quiborax 
sostiene que existe cosa 
juzgada respecto a los as- 
pectos centrales discuti- 
dos, pues en un juicio ante- 
rior se determinó que la 
empresa no debía ingresar 
al Sistema de Evaluación 
de Impacto Ambiental, 
descartando además la 
existencia de daño am- 
biental y la negligencia ale- 
gada. La empresa recalca 
que la demanda del CDE 
está prescrita, es incohe- 
rente con los actos propios 

del Estado y está basada en 
una confusión entre im- 
pacto ambiental inherente 
a una actividad lícita y da- 

ñoambiental propiamente 
tal. Por estas razones, Qui- 
borax califica la acción del 
CDE como infundada, arbi- 

traria y producto de una 
actuación activista más 
que jurídica, insistiendo 
en la completa legalidad y 
cuidado ambiental de sus 
operaciones. 

  

Medida cautelar vigente y lo que 
viene en este proceso 

Caberecordar que el 11 
de septiembre de 2024, el 
tribunal dictó medida cau- 
telar consistente en la pa- 
ralización total de las ope- 
raciones de la minera Qui- 
borax en el Salar de Surire 
fundada en la existencia 
deriesgos ambientales pa- 
ra su ecosistema. 

Luego, por resolución 

del 30 de octubre de 2024, 
el tribunal acogió parcial- 
mente la solicitud de em- 
presa Quiborax y autorizó 
“excepcionalmente” la 
realización de las activida- 
des de nivelación de las 
áreas intervenidas duran- 
tel 2024, así como el reti- 
ro y transporte de ulexita 
acopiada en el Salar de Su- 

rire. Además, estableció 
una serie de condiciones y 
medidas a adoptar por la 

empresa. 
En diciembre de 2024, 

el tribunal resolvió exten- 
derel régimen cautelar vi- 
gente establecido para las 
operaciones mineras de la 
empresa Quiborax S. 
el Salar de Surire, hasta el 

  

31 de mayo de 2025. 

La audiencia se retoma- 
rá el próximo 24 y 25 de 
marzo, cuando se espera 
que otros 9 testigos sean 
parte de este proceso, tan- 
to de la demandada Quibo- 

rax como de sus terceros 
coadyuvantes consistentes 
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EXISTE UNA MEDICA CAUTELAR VIGENTE. 

comuneros del Pastal de 
Surire y miembros de la 
Comunidad Ancestral de 
Salar de Surire y Caracota. 
Luego, los ministros debe- 
rán determinar si es nece- 

sario decretar diligencias 
probatorias adicionales o 
si se encuentran en condi- 
ciones de adoptar un 
acuerdo para dictar sen- 
tencia posteriormente.
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